Debate y votación de la moción por la que se insta al Presidente del  Gobierno de Navarra a cesar en sus cargos al Consejero de Bienestar Social, Deporte  y Juventud, Sr. Palacios Zuasti, y al Director General de la Sociedad de la Información, Sr. Sanz Barea, por sus actuaciones en la concesión de dos emisoras de radiodifusión en Pamplona, presentada por el G.P. Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua. 

SR. PRESIDENTE: Vamos a abordar el séptimo punto del orden del día: Debate y votación de la moción por la que se insta al Presidente del  Gobierno de Navarra a cesar en sus cargos al Consejero de Bienestar Social, Deporte  y Juventud, señor Palacios, y al Director General para la Sociedad de la Información, señor Sanz Barea, por sus actuaciones en la concesión de dos emisoras de radiodifusión en Pamplona, que ha sido presentada por Izquierda Unida. Su portavoz, señor Nuin, tiene la palabra para defenderla.

SR. NUIN MORENO: Muchas gracias, señor Presidente. Buenas tardes, señorías. Efectivamente, como todos ustedes conocen, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, mediante sentencia 1140/2005, anuló, por no ser conforme a derecho, la Orden Foral 2343/98, de 15 de julio, del Consejero de Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones por la que se adjudicaba a la Universidad de Navarra y a Medios de Comunicación 21 la concesión de dos emisoras de radiodifusión en la comarca de Pamplona.

En dicha sentencia, como también es conocido por todos, se ordena la retroacción del expediente administrativo para que la mesa de contratación valore y puntúe de forma completa y detallada las ofertas presentadas al concurso público. En la propia sentencia, el tribunal establece que contra el fallo no cabe recurso y que se trata, por lo tanto, de una sentencia firme. 

La sentencia deja meridianamente claro que anula la concesión porque la mesa de contratación no completó su trabajo de valoración y puntuación de las ofertas presentadas y fue sustituida en esta importantísima función por el entonces Director General de Transportes y Comunicaciones que también era presidente de la mesa, y así, de esta manera, posteriormente, el órgano de contratación adjudicó sin tener una valoración y, por lo tanto, motivación completa de su decisión.

Y se reconoce que el Director General de Transportes y Comunicaciones se apropió, asumió o absorbió para sí en exclusiva una función que no le correspondía, que no era la suya, porque era competencia única y exclusiva de la mesa de contratación nombrada en el procedimiento.

Así, el tribunal establece que el 18 de junio de 1998 la mesa examinó las ofertas presentadas y valoró y puntuó sólo cuatro de los ocho criterios establecidos en el pliego. No puntuó cuatro de esos criterios, no puntuó el carácter de la programación, no puntuó el fomento de los valores culturales, históricos y sociales de la Comunidad Foral, no puntuó la viabilidad económica y solvencia profesional y no puntuó la viabilidad técnica. La mesa sí puntuó el porcentaje de producción propia, las horas de emisión por encima del mínimo exigido de doce horas diarias, la utilización del euskera y la pluralidad y acceso de nuevos medios a la oferta radiofónica. Examinando y puntuando en cada oferta estos cuatro criterios, la mesa situó, en primer lugar, a Iruñeko Komunikabideak con 45 puntos; seguida por Radio Universidad de Navarra, 42 puntos; y Medios de Comunicación 21, 41,70 puntos. Por tanto, la valoración y puntuación realizada por el órgano competente y habilitado legalmente para valorar y puntuar situó en primer lugar a la oferta que finalmente no resultó adjudicataria y en segundo y tercer lugar a quienes finalmente sí obtuvieron las dos concesiones de Pamplona. 

Y otro dato que para nosotros es muy importante es que la mesa en su informe hizo unos comentarios y entre ellos uno muy significativo en relación con los cuatro criterios que no había puntuado. Dijo que entre las tres ofertas situadas en primer lugar existía una extrema igualdad en estos cuatro criterios –es el concepto que utilizó–, con lo cual venía a señalar de una forma más o menos clara que de la valoración y puntuación de esos cuatro criterios que faltaban no se deberían desprender alteraciones significativas respecto a la valoración ya realizada, y es a partir de ese momento del procedimiento, señorías, cuando irrumpe el Director General y presidente de la mesa y sustituye a la mesa para valorar y puntuar estos aspectos sin que le corresponda realizar esa función ni que tenga competencia legal para hacerlo, porque es una competencia exclusiva de la mesa, y esto fue también motivo de investigación por la Comisión de Investigación que en el año 99 tuvo lugar en este Parlamento, y fue motivo incluso de perplejidad –por poner un ejemplo de la actuación del Director General– el hecho de que a la hora de puntuar en su informe el criterio de viabilidad económica concediera nueve puntos sobre quince, es decir, los mismos, a las tres ofertas, a pesar de que, en relación con una de ellas, la mesa advertía textualmente de que su oferta carecía totalmente de información relativa a su previsión de ingresos y, por tanto, de viabilidad de negocio. Esto lo advertía la mesa en el año 98 pero el Director General y el Consejero le dieron los mismos puntos que a las otras dos ofertas, que no tenían esta advertencia tan negativa de la mesa, y al fin y al cabo era la mesa la única habilitada legalmente para valorar, comentar o puntuar las ofertas. Luego, el órgano de contratación podía hacer o no hacer caso, en principio, de lo que la mesa literalmente le dijese pero su decisión tenía que estar motivada en función del trabajo de valoración y puntuación de la mesa. No hay que olvidar que la adjudicación en Pamplona se decidió por un margen muy estrecho, por lo que estas puntuaciones del Director General fueron decisivas y no ajustadas a la función que legalmente le correspondía. 

Así pues, para nosotros, para Izquierda Unida de Navarra, el hecho de que el entonces Director General de Transportes y Telecomunicaciones realizara el trabajo de valoración y puntuación de las ofertas que debía realizar la mesa de contratación del concurso constituye el elemento determinante que apunta con fuerza a que este procedimiento de adjudicación se contaminó. De esta manera, para nosotros, la anulación por el Tribunal Superior de Justicia de Navarra de la decisión del Gobierno de Navarra de la concesión de las licencias conlleva, desde luego, una inevitable pérdida de la credibilidad y confianza social en los responsables públicos, políticos encargados de la tramitación y gestión de este expediente administrativo de este concurso, concurso que no creemos que se pueda considerar como un asunto menor o de reducida trascendencia puesto que estamos hablando de la tramitación y resolución de un concurso público en el que están en juego derechos fundamentales de los ciudadanos, así reconocidos en nuestro ordenamiento jurídico, como son los de la libertad de expresión y el derecho a la información.

Así pues, lo que aquí se nos presenta para nosotros es grave, y es grave la sospecha asentada ahora, además, con la evidencia de una sentencia judicial firme de que el Gobierno de Navarra haya podido dirigir por intereses o prejuicios ideológicos o partidistas y no por el principio de legalidad y de servicio público la concesión de las referidas licencias de radio. Nosotros, después de esta sentencia, nos reafirmamos en las conclusiones que ya sacamos en su momento de la Comisión de Investigación, por ello nos reafirmamos en la reprobación política que en su día acordaron la Comisión de Investigación y el Pleno de este Parlamento y volvemos a requerir la dimisión o cese de los responsables políticos afectados, que es lo que pedimos en esta moción. 

Pero también, para finalizar, pedimos al Gobierno de Navarra que en la ejecución de esta sentencia, esto es, en la retroacción del procedimiento al momento en el que la mesa de contratación valore y puntúe esta vez de forma completa y no parcial las ofertas, se realice esta valoración y puntuación con absoluta independencia y sin ninguna interferencia. Esto es lo que esperamos y demandamos del Gobierno de Navarra y, en definitiva, como grupo parlamentario de esta Cámara estaremos vigilantes, porque aquí, en este expediente, ha habido irregularidades y sospechas, sospechas, insisto, que ya vienen acompañadas por una sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, que ha anulado, por ser contraria a derecho, la concesión de licencias que se realizó en 1998. Nada más y gracias.

SR. PRESIDENTE: Gracias, señor Nuin. De acuerdo con lo previsto en el Reglamento, vamos a abrir un turno a favor y otro en contra de la propuesta de resolución. En el turno a favor, por el grupo socialista, su portavoz, señor Puras.

SR. PURAS GIL: Gracias, señor Presidente. Buenas tardes, señorías. Pues bien, hay que recordar que el fundamento de esta moción formulada por el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida se halla en unos actos que ya merecieron la reprobación de esta Cámara, y merecieron esa reprobación cuando todavía no se conocía la sentencia. Bueno, ahora hay sentencia y de ella creemos que no se puede deducir otra cosa que la que es y constituye el objeto y contenido de la moción presentada por Izquierda Unida, porque en esa sentencia queda claro que se ha incurrido en una ilegalidad, y, además, se incluye también una reprochabilidad expresa, cosa nada usual en las sentencias contencioso-administrativas, de la conducta del Director General, al que, como sus señorías conocen, se dedican una serie de calificativos que luego reiteraremos. 

Según la sentencia, ¿qué es lo que se hizo? Ya lo ha explicado el señor Nuin, pero en todo caso creemos que hay que reiterarlo, lo que se hizo con esa conducta del señor Sanz Barea fue sustituir a la mesa de contratación en su función de valoración. Es más, valorar lo que la mesa creía improcedente o creía que no podía o no debía valorar. Y ¿quién lo hizo?, ¿quién sustituyó o valoró alternativamente? –o complementariamente, según se quiera ver, pues a los efectos es lo mismo–. Pues lo hizo el Director General, a la sazón miembro de la mesa y no solo miembro de la mesa sino presidente de la mesa de contratación. ¿Cómo lo hizo? Excediéndose de sus funciones, de sus atribuciones, de sus facultades. Incluso, haciéndolo de manera contradictoria, como dice la propia sentencia. Es decir, cuando era presidente de la mesa de contratación parece que no considera oportuno, al menos el órgano que preside, que se produzca esa valoración y, sin embargo, con posterioridad, al parecer, según consta en el expediente y en las distintas actuaciones seguidas en esta Cámara en su día, instado por el Consejero al objeto de tener algún tipo de criterio decide definitivamente sobre la valoración. 

En suma, ¿ante qué conducta nos encontramos?, esa ilegalidad ¿en qué ha consistido?, ¿qué ha tenido detrás, un error? No, no ha habido un error. ¿Qué ha tenido, una omisión negligente o involuntaria? No, no hubo una omisión negligente ni involuntaria. Ha existido, existió un acto voluntario, intencionado. Francamente, por un error o una omisión negligente o involuntaria, mi grupo no vendría a pedir responsabilidad política ni apoyaría la moción presentada por el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida, pero ciertamente por un acto voluntario de un director general, por un acto ilegal, arbitrario –que es como califica la sentencia el acto y lo que más recuerda a la Administración– y discriminatorio, por eso sí venimos a pedir responsabilidad política. Y es que no entendemos que sólo se puedan pedir responsabilidades políticas cuando concurre un delito, como parece ser la tesis que el Presidente del Gobierno sostenía el otro día en Comisión, en esos supuestos sí, habrá responsabilidades políticas, pero ya habrá responsabilidades penales, pero también hay conductas administrativas reprochables desde el punto de vista político y entre otras de manera significada las que puedan venir a pervertir intencionadamente los mecanismos de garantía del funcionamiento transparente y no discriminatorio de las administraciones públicas, principios éstos que, precisamente, la propia sentencia también invoca de manera expresa, incluso dice que debemos recordar que los principios jurídicos que deben informar todo tipo de licitación son: publicidad, competencia, etcétera, e igualdad de oportunidades para los licitadores. Y es que cuando se tienen esas responsabilidades, cuando se gobierna para todos, hay que tener claro que debe ser para todos y que hay que respetar ciertas reglas de juego, y eso no lo hizo el señor Sanz Barea, que las alteró. 

Pues bien, siendo ello así, a continuación hay que preguntarse: ¿lo hizo por iniciativa propia?, ¿fue una ocurrencia u obedecía a una cierta idea políticamente inducida? Pues a mí grupo no le cabe la menor duda de que no fue ni lo primero ni lo segundo; creemos que fue más bien lo tercero. No entraremos en cuáles eran las finalidades o motivaciones para ello, pero entendemos que no lo hizo de manera autónoma. Y con posterioridad la propuesta que el señor Sanz Barea había cocinado fue asumida administrativamente, fue asumida por el Consejero que firmó la orden foral, el señor Palacios. El señor Palacios, a quien ya esta Cámara vio como responsable político de esa actuación y lo reprobó; lo reprobó esta Cámara con la excepción de su grupo parlamentario. Se veía entonces por parte de esta Cámara, desde luego, mi grupo y entendemos que la mayoría de esta Cámara, al margen de que el apoyo explícito a la moción se pueda prestar por parte de algún grupo o no por su posición en el Gobierno, pero, desde luego, seguimos viendo ahora, con mayor nitidez tras la sentencia, como responsable político directo de esa actuación ilegal, arbitraria, que fue en esa medida discriminatoria, al señor Palacios. 

Y una actuación de esa naturaleza, que ha merecido hasta el reproche por los tribunales de la conducta personal de un director general, calificándola de inusual, inapropiada, inocua y contradictoria, desde luego que merece esta moción y debe merecer el reproche del Presidente del Gobierno, que debe mostrar que no está conforme, así lo creemos, con este tipo de comportamientos y que no los acepta. Antes de la sentencia tal vez pudiera ampararse en una cierta duda, que si la actuación había sido irregular, ilegal, en fin, distintos calificativos se podían poner, pero la sentencia no deja lugar a dudas. Por ello en relación con el comportamiento de estas personas, a las que tras el cambio de Gobierno el Presidente no dudó en mantener en puestos de similar responsabilidad a las que ostentaban en aquellos momentos, pensamos que, habida cuenta de que se han disipado las dudas, debe aparecer una expresión de desaprobación por su parte, que debe realizarse en términos de dimisión voluntaria o cese, en su caso, si no es a instancia suya, de los responsables señores Palacios y Sanz Barea, y por ello apoyamos la moción que pretende instarle en este sentido.

Finalmente, también como ha dicho el portavoz de Izquierda Unida, queremos decir que confiamos en que este expediente en el que se cometió este despropósito no se vaya a remediar solicitando la intervención en la valoración de elementos ajenos a la mesa de contratación y externos a la Administración Pública. Creemos que la Administración Pública cuenta con elementos y técnicos competentes y en su caso con aquellos que compusieron o deban componer, según el criterio jurídico determine, la mesa de contratación como para poder resolver este concurso, esta contratación. Nada más. Muchas gracias.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Puras. Por Aralar, adelante, señor Telletxea.

SR. TELLE​TXEA EZKU​RRA (1): Eske​rrik asko, lege​bil​tzar​bu​ru jauna. Egun on, par​la​men​ta​ri kide​ak. Ezker Batu​ak aur​kez​tu digun mozio hone​tan Ara​la​rrek ez du zalan​tza​rik: bai​ez​ko botoa ema​nen diogu. Aurre​tik izan dira beste bi eki​men Par​la​men​tu hone​tan: alde bate​tik, gal​de​ra, aurre​ko Osoko Bil​ku​ran guk geuk egin genu​e​na; eta bes​te​tik, Eusko Alkar​ta​su​nak batzor​de bate​an, hain zuzen ere, pre​si​den​te​a​ren age​rral​dia eska​tu zue​ne​koa. Eta hiru​ga​rren auke​ra hone​tan ados​ta​su​na adi​e​ra​zi behar diogu Nafa​rro​a​ko Ezker Batu​ak egi​ten due​na​ri, hain zuzen ere Nafa​rro​a​ko Gober​nu​ko lehen​da​ka​ri​a​ri eska​tzen bai​tio bi per​tso​na hauek kar​gu​tik ken​tzea.

Eta argu​dio​ak bota ditu​gu, guz​ti​ok eza​gu​tzen ditu​gu. Bada​ki​gu kon​tra​ta​zio mahai​ak berak pun​tu​a​tu zitu​en pun​tu​e​tan lehen​da​bi​zi​ko pos​tu​an utzi zuela Eus​ka​le​rria Irra​tia, eta gero balo​ra​tu ez zitu​en pun​tu​e​tan esan zuela kon​tra​ta​zio mahai horrek ber​din​ta​sun han​dia ikus​ten zuela lehia​ki​de​en arte​an, eta oso ongi esan du Nuin jau​nak, horre​la izan bai​tzen. Esan zuen: honai​no guk pun​tua deza​ke​gu​na edo pun​tu​a​tzen dugu​na, eta beste atal hau​e​tan, aldiz, ez dugu pun​tu​a​tu​ko, baina argi utzi nahi dugu ber​din​ta​sun izu​ga​rria dago​e​la.

Eta zuzen​da​ri nagu​sia, ino​la​ko lotsa​rik gabe eta ino​la​ko eskru​pu​lo​rik gabe eta aipa​tu gabe zer iriz​pi​de era​bil​tzen zitu​en, zer jus​ti​fi​ka​zio ema​ten zuen, han hasi zen pun​tu​ak eman, pun​tu​ak kendu, nahi duda​la​ko eta nahi ez duda​la​ko. Eta hori izan da, duda​rik gabe, pro​ze​sua guz​tiz zikin​du duena: zuzen​da​ri nagu​sia, mahaia ordez​ka​tuz eta legal​ki mahai​a​ri zegoz​ki​on esku​me​nak har​tuz, bere pun​tu​ak han eta hemen ema​ten hasi zene​an.

Eta, bene​tan, hor dago koska: pro​ble​ma bihur​tzea pro​ble​ma​rik ez zego​en toki​an, ez bai​tze​go​en pro​ble​ma​rik adju​di​ka​zio horre​tan, eta hor pro​ble​ma sortu zen. Eta, argi utzi​ta kar​gu​ga​be​tze kon​tu​an ados gau​de​la, atze​ra begi​ra​tu baino guri gus​ta​tu​ko litzai​gu​ke aurre​ra begi​ra​tzea.

Eta guk gal​de​ra bat egin nahi genu​ke, eta gal​de​ra Migu​el Sanz jau​na​ri zuzen​du nahi nioke zuze​ne​an, hemen dago​e​la iku​si​ta: Nafa​rro​a​ko Gober​nu​ak zer​bait ikasi al du ger​ta​tu​ta​ko pro​ze​su hau ikusi ondo​ren? Nafa​rro​a​ko Auzi​te​gi Nagu​si​a​ren 1140/2005 sen​ten​tzia jaso ondo​ren, zer​bait ikasi al du? Eta ikasi duen horren ondo​ri​oz, orain osatu –ez dakit zer aditz aspek​tua era​bi​li–, osa​tu​ko den mahai​ak, osatu den mahai​ak, ika​si​ta​ko​a​ren ira​kas​pe​nak apli​ka​tu​ko ditu?

Eta nik gal​de​ra bat egin nahi nuke hemen. Ez dakit nork eran​tzun​go duen, Ada​ne​ro jauna izan​go ote den eran​tzu​nen duena edo Migu​el Sanz jauna bera: kon​tra​ta​zio mahai hori nor​tzu​ek osa​tzen dute? Sanz Barea kon​tra​ta​zio mahai berri horre​tan dago? Kon​tra​ta​zio mahai berri horren kide​en arte​an Sanz Bare​a​ren men​pe​ko​ak daude? Noiz eta nork izen​da​tu zuen kon​tra​ta​zio mahai berria? Noiz argi​ta​ra​tu da Nafa​rro​a​ko Aldiz​ka​ri Ofi​zi​a​le​an kon​tra​ta​zio mahai berri hori? Egia al da, alder​di sozi​a​lis​tak esan duen beza​la, bada​go​e​la edo eska​tu zai​o​la admi​nis​tra​zio​az kan​po​ko enpre​sa bati infor​me bat kon​tra​ta​zio mahai horren​tzat?

Nik uste dut afera hone​tan garran​tzi​tsu​e​na dela ira​kas​pe​na: ez dugu pro​ble​ma​rik egin behar pro​ble​ma ez dago​en leku​an. Pro​ze​su admi​nis​tra​ti​boa apli​ka​tzen dene​an gar​den​ta​su​na eta gar​bi​ta​su​na behar da, eta ez dugu hori kutsa​tu behar, ez dugu hori, inola ere, arazo bihur​tu behar. Eta espe​ro deza​gun kon​tra​ta​zio mahai berria, berria bezain gar​de​na, berria bezain gar​bia, berria bezain inpo​lu​tua izan​go dela. Eske​rrik asko.

 SR. PRESIDENTE: Gracias, señor Telletxea. Por Eusko Alkartasuna, señor Ramirez Erro.

SR. RAMIREZ ERRO: Gracias, señor Presidente. Señorías es evidente, y la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Navarra de fecha 22 de diciembre de 2005 así lo deja claro, que el Gobierno de Navarra en la adjudicación de licencias hizo trampa, porque efectivamente incurrió en una irregularidad manifiesta a la hora de adjudicar las licencias de emisión radiofónica, y se incurrió en una irregularidad con un objetivo claro: que ninguna emisora que emitiese en euskera tuviese una adjudicación legal y fuese la adjudicataria de ese proceso de adjudicación. El Gobierno de Navarra hizo trampa con ese objetivo de que no hubiese una emisora que emitiese en euskera con una adjudicación legal, y eso lo dijo este Parlamento en su Comisión de Investigación, que concluyó con la reprobación del señor Sanz Barea y del Consejero Palacios, y eso es lo que dice en estos momentos la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, del 22 de diciembre de 2005, que anula la orden foral 2343/1998 por ser contraria a derecho, es decir, porque se hizo una adjudicación de emisoras totalmente ilegal. 

Y no se trata de meros defectos de forma, que todos somos humanos y pueden existir, sino que de lo que se trata es de una verdadera intención política por parte del Director General, avalada por el Consejero y por el Gobierno, para manipular y condicionar el resultado del concurso. La sentencia del Tribunal, siendo benévolo con el señor Sanz Barea –y si recurrimos al diccionario de la Real Academia de la Lengua Española vemos que siendo benévolo es actuando con simpatía y buena voluntad–, la califica de inusual, inapropiada, contradictoria e inocua. Nos gustaría saber si, actuando con rigor, no siendo benévolos, en esas determinaciones, en esas calificaciones cabría la palabra prevaricación. Nos gustaría saberlo, pero siendo benévolo, insisto, señorías, el Tribunal califica la actuación del señor Sanz Barea de inusual, inapropiada, inocua y contradictoria. Por lo tanto, creo que la trampa del Gobierno de Navarra se ha manifestado, ha sido clara, ya llegó a unas conclusiones acertadas la propia Comisión de Investigación según esta misma sentencia, y no porque entre a valorar la Comisión de Investigación, porque con muy buen criterio lo que dice el Tribunal es que van a actuar con objetividad, que no van a dejar que su decisión se vea interferida por la Comisión de Investigación porque son dos ámbitos completamente distintos, el ámbito político, el ámbito parlamentario es uno y otro es el ámbito legal, y que van a actuar de acuerdo a derecho, de acuerdo a una estricta visión jurídica. Y la conclusión es la misma, el señor Sanz Barea obró, siendo benévolo, de forma inusual, inapropiada, contradictoria e inocua, y todo con tal de que no hubiese una emisora que emitiese en euskera con una adjudicación, con lo cual esa trampa se ha puesto de manifiesto. 

Y lo lógico en estas ocasiones, en cualquier parlamento del mundo, en cualquier gobierno del mundo, sería la asunción de responsabilidades por parte del Gobierno y por parte de los máximos responsables pues tienen a los dos ámbitos, al ámbito político, ámbito parlamentario y al ámbito judicial, totalmente definidos, totalmente pronunciados en su contra diciendo claramente que han hecho trampa, que han actuado irregularmente. Eso dice la sentencia sobre el señor Sanz Barea, pero respecto al Consejero Palacios lo que queda claro es que sabía y conocía que había una oferta que no cumplía el requisito indispensable en todas las ofertas, contar con un proyecto económico, y que fue la adjudicataria, y quizás por precaución y quizás para hacer partícipe al Gobierno entero de esa decisión en lo que era el proceso de contratación el señor Palacios lo llevó al Consejo de Gobierno, por lo tanto, también hay una responsabilidad directa del Gobierno en general y, lógicamente, del Presidente del Gobierno, quien avala los consejos de gobierno. Por lo tanto, tanto la vía judicial como la política llegan a una misma conclusión sin que se interfiera entre ellas, sin que haya ningún tipo de interferencias. 

Por lo tanto, a nosotros la iniciativa de Izquierda Unida nos parece lo más lógico, pues es una posición que debería haber tomado el Gobierno inmediatamente y que reivindicamos y reclamamos también a través de la aprobación de esta moción, porque de lo contrario, lo que se puede pensar es que el Gobierno está dispuesto a actuar irregularmente con tal de que no haya una adjudicación legal a una emisora que emita en euskera, que puede pensar en seguir actuando irregularmente con tal de que no haya una emisora que emita en euskera, y eso nos preocupa y nos preocupa porque efectivamente, cuando no se reconocen los errores se puede volver a incurrir en ellos y tanto la sentencia como la vía parlamentaria los han puesto de manifiesto. 

Esperemos que el señor Sanz estuviese bien informado cuando en comparecencia parlamentaria a petición de este grupo habló de esa ejecución forzosa que ha tenido que solicitar la empresa implicada, agraviada directamente, porque el Gobierno de Navarra se estaba negando a ejecutar la sentencia. Esperemos que esa mesa de contratación que se iba a implementar, se iba a poner en marcha en breve cumpla los requisitos mínimos para que juzgue con imparcialidad y no sea a dedo, irregularmente, como conceda la adjudicación, es decir, que no haya posibilidad alguna de otra sentencia que anule la nueva adjudicación por considerarla contraria a derecho, es decir, por considerarla una adjudicación ilegal de emisoras. 

Y en este sentido también esperamos que no solo no incurran en los mismos errores sino que la configuración del Tribunal se haga con transparencia, con una lógica democrática y sobre todo en unos tempos que se correspondan con los señalados por el Presidente del Gobierno, porque, si no es así, se constata que el Presidente del Gobierno de Navarra, señor Sanz, está mal informado, porque no queremos pensar que no estuviese diciendo la verdad en su comparecencia en la Comisión.

Por lo tanto, señorías, damos nuestro apoyo a la moción presentada por el grupo Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua porque, al fin y al cabo, es una decisión demandada por el Parlamento, instada prácticamente en una lectura lógica de la sentencia por el Tribunal Superior de Justicia de Navarra y, sobre todo, necesaria para que el Gobierno de Navarra tenga cierta credibilidad en las próximas adjudicaciones de licencias que la sentencia le obliga a acometer. Eskerrik asko.

SR. PRESIDENTE: Gracias, señor Ramirez Erro. Por el grupo Mixto, señor Etxegarai.

SR. ETXEGARAI ANDUEZA: Gracias, señor Presidente. En el año 98 el entonces Consejero de Obras Públicas, Transporte y Comunicaciones, señor Palacios, adjudicó las emisoras de radio en Pamplona, de las que todavía estamos hablando. En el año 99, este Parlamento reprobó, censurando su conducta y exigiéndoles la dimisión de sus cargos o el cese por parte del Presidente del Gobierno de Navarra, a los señores Palacios y Sanz Barea. Y, finalmente, nos encontramos en el año 2006, habiendo pasado ocho años desde que se adjudicaron las licencias, con una sentencia que anula dichas adjudicaciones. 

El Grupo Parlamentario Izquierda Unida ha presentado esta moción, instando al Presidente del Gobierno de Navarra a que cese en sus funciones al señor Palacios y al señor Sanz Barea, moción que estamos debatiendo en estos momentos, pero que sabemos que, aunque sea aprobada, no va a ser cumplida, porque el señor Sanz ya nos dijo la semana pasada que no pensaba hacerlo. Y en esto tenemos gran experiencia en este Parlamento, porque en el año 99 ni dimitieron ni fueron cesados en sus cargos, pese a que así se solicitó en esta Cámara. 

Y siguiendo con nuestra experiencia en estos temas, quiero recordar simplemente las declaraciones de esta semana del portavoz del Gobierno, diciendo que no pensaban cumplir la resolución de este Parlamento que solicitaba la rotulación bilingüe del Baluarte. Con esto simplemente quiero decir que, dada la experiencia comentada, no tenemos grandes esperanzas de que el señor Sanz corrija sus errores.

Centrándonos en el asunto, quiero recordar lo que dice la sentencia con respecto a la actuación del señor Sanz Barea, entonces Director General de Transportes y Comunicaciones y actualmente Director General de la Sociedad de la Información. 

El Tribunal Superior de Justicia de Navarra en su sentencia dice que “siendo benévolos, su actuación además de inusual debe calificarse de inapropiada, contradictoria e inocua”. Y me llama la atención la parte en que se analiza y dice que la intervención del señor Sanz Barea es contradictoria porque en unas fechas considera imposible la cuantificación de determinados aspectos y luego los cuantifica sin aparentes problemas y con su sola opinión personal. ¿Qué ocurrió realmente en ese tramo de tiempo? Tras la valoración de los aspectos de cuantificación exacta por la mesa, Euskalerria Irratia tenía 45 puntos y una ventaja de 3 puntos sobre la solicitud de Universidad de Navarra y de 3,30 puntos sobre Net 21, apreciando la mesa una extrema igualdad entre los tres solicitantes en los otros cuatro apartados, que no valoró.

A partir de aquí comienza la irregularidad, y es que el señor Sanz Barea valora con unas horquillas los aspectos que como presidente de la mesa no pudo valorar, y la verdad es que hay que reconocer que la horquilla estaba muy bien estudiada, y realizando pequeños cambios en todas y cada una de las puntuaciones de esos cuatro aspectos, permitió al señor Palacios otorgar pequeñas diferencias en las puntuaciones que le permitieron, a su vez, adjudicar definitivamente las frecuencias a Universidad de Navarra y Net 21. Pues bien, la sentencia considera que no existe razonamiento alguno que permita entender mínimamente motivada la concreta puntuación que por los citados aspectos se otorgaron. Lo que no sabemos, aunque suponemos, son los motivos concretos por los que hubo esta actuación tan malintencionadamente preparada.

Una vez dicho esto, quiero decir que está absolutamente clara la necesidad del cese inmediato tanto del Consejero señor Palacios como del actual Director General de la Sociedad de la Información, señor Sanz Barea, porque se ha demostrado que actuaron con absoluta arbitrariedad en la adjudicación de un concurso público.

Si usted, señor Presidente, no cesa a estos dos altos cargos, está produciendo un importante incremento en el desprestigio de la credibilidad política de los dirigentes del Gobierno de Navarra, tal como le dije en la Comisión de la semana pasada, y eso me produce una enorme preocupación. Estos dos señores, tras esta sentencia, no tienen credibilidad ni pueden tener la confianza de su Gobierno para seguir ostentando cargos públicos y seguir realizando adjudicaciones en concursos públicos. La sociedad navarra necesita que, cuando se detecten este tipo de irregularidades, se actúe con celeridad y se produzcan las dimisiones o los ceses en sus cargos de las personas responsables de esas irregularidades. En Navarra llevamos ya muchos años con diferentes actuaciones que provocan el desprestigio absoluto de la clase política y la falta de confianza en la limpieza de las adjudicaciones por parte de la Administración.

Para finalizar, y puesto que, como ya he dicho al principio, no tengo gran confianza en que usted cese a estos dos altos cargos, quiero pedirle que, al menos, cumpla la sentencia con celeridad, transparencia y limpieza. Y, en este sentido, me veo obligado a exigirle al menos que el señor Sanz Barea no forme parte nuevamente de la mesa que debe adjudicar las frecuencias de radio, porque, si no lo hace así, se producirá un nuevo escándalo y entenderé que la responsabilidad de lo que ocurra será directamente suya, señor Presidente del Gobierno de Navarra. Muchas gracias.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Etxegarai. En el turno en contra, por UPN, señor García Adanero.

SR. GARCÍA ADANERO: Muchas gracias, señor Presidente. Buenos días, señorías. ¡Cómo deben de escasear las ideas en la oposición cuando siete años después parece que seguimos con la misma canción! Y digo esto porque después de pedir responsabilidades políticas hace siete años querer pedirlas ahora... Podríamos entrar en un debate interesante, ver si una vez que se han pedido las responsabilidades políticas pueden tener un plazo de prescripción o no. Es decir, aquellos que formaban parte de las ejecutivas del Partido Socialista con Urralburu ¿tienen que seguir en política o no? Aquellos que formaban parte de las ejecutivas socialistas con Otano ¿deben seguir en política o no? Porque si las responsabilidades políticas no tienen plazo de caducidad creo que alguno puede ir aplicándose el cuento. 

También se habla de que una conducta administrativa o una sentencia favorable parece que en estos momentos tiene que suponer que uno se vaya a su casa, pues, señor Puras, mire en los ayuntamientos que gobierna el Partido Socialista –alguno reciente por cierto–, mire qué sentencias desfavorables tienen, aplíquese el cuento y entonces nos podrá empezar a dar alguna clase de coherencia. Hasta entonces, casi mejor que en ese tema estén ustedes callados.

Además, tengo que decirle que usted no ha leído la sentencia, cosa que me choca en su caso, pero debo decirle que no se la ha leído o ha dicho aquí algo que no dice la sentencia y, si no, repásese lo que ha dicho a lo largo de su intervención. Aquí hay una cosa clara, si en su momento el Consejero al dictar la orden foral no dice que ha leído un informe del Director General aquí no habría ocurrido nada, así es, y respecto a todos los argumentos fundamentales de la sentencia, la ley de contratos, Universidad de Navarra, etcétera, la sentencia lo ha dejado bien claro: todas esas tesis las ha desechado por completo. 

Como el Presidente del Gobierno estuvo en comparecencia no hace demasiado y explicó todas estas cuestiones, no voy a entrar yo otra vez en lo mismo, pero sí quiero decir que el Gobierno, como se dijo en su momento, va a cumplir la sentencia, como no puede ser de otra forma. La mesa que el tribunal en la propia sentencia dice que tiene que formarse ya está formada, no puede hacerse lo que a uno le dé la gana, supongo que habrá que cumplir la sentencia, no lo que quiera la oposición que dice la sentencia y, por tanto, el Gobierno cumplirá la sentencia y no lo que diga la oposición que tiene que hacer el Gobierno sobre la sentencia.

Y, al final, volvemos a lo que pasaba hace siete años. ¿Cuál era el problema entonces?, que ustedes querían que se adjudicara a dedo una emisora de radio no en euskera sino una emisora concreta, con nombres y apellidos, no en euskera, a dedo; Euskalerria Irratia, y eso es lo que pretendían ustedes. El Partido Socialista no, porque entonces el portavoz decía que no, ahora ya, siete años después, dicen que sí. Debe de ser ese giro que van haciendo poco a poco y que en la mañana de hoy lo hemos visto en varias cuestiones, también en esto, porque si uno lee las intervenciones del Partido Socialista de aquella época verá que el sentido del voto del Partido Socialista no tuvo nada que ver con las intervenciones que hicieron. Fue un sentido del voto que interesó en un momento oportunista político, porque era abril de un año electoral, pero sus intervenciones son contrarias a las que hoy defendía el portavoz del Partido Socialista, lo cual no es ni bueno ni malo sino que demuestra, una vez más, la incoherencia que les lleva en los últimos años a tener ese apoyo electoral que tienen, ni más ni menos. 

Y, además, hay que decir, señor Etxegarai, que la reprobación fue en abril del año 99, y en mayo hubo elecciones, y la persona que fue reprobada iba en la lista electoral, por lo tanto, no es que tenga el apoyo del Presidente del Gobierno, es que tiene el apoyo de los ciudadanos, y los ciudadanos decidieron que UPN, que tenía diecisiete, pasara a veintidós. Y los demás, pues fíjese, Izquierda Unida, por ejemplo, de cinco a tres, así respondieron los ciudadanos. UPN, de diecisiete a veintidós, abril-mayo. Izquierda Unida, de cinco a tres. Así son las cuestiones. Y el señor Palacios en la lista electoral, o sea, que no es que lo hubiéramos escondido, no, no, estaba en la lista electoral. Luego, ha habido otras elecciones, y UPN de veintidós a veintitrés. Quiero decir que seguimos subiendo, o sea que parece ser que los ciudadanos no han entendido esta cuestión como ustedes piensan que hay que entenderla. Y sobre esta cuestión una vez más siguen pidiendo responsabilidades políticas, montan una comisión de investigación política, en un ámbito político para pedir responsabilidades políticas, que se han pedido y, como digo, después ha habido dos elecciones, y ustedes ¿hasta cuándo quieren pedir responsabilidades políticas? Pues nada, sigan pidiéndolas que, tal y como van las cosas, parece que no nos va mal. 

Y, señor Nuin, como comprenderá, le tendré que decir que ya sé que a ustedes lo de adjudicar a dedo es una cosa que últimamente les gusta mucho, ustedes tienen ahí al alcalde de Orkoien, que, como comprenderá, no podía menos que nombrarlo hoy porque lógicamente adjudica a dedo todo el urbanismo de su pueblo, de su ayuntamiento, adjudica a dedo viviendas de protección oficial, y él lo reconoce, y a ustedes eso les da igual. Entiendo que les da igual porque ustedes lo que pretendían, como he dicho al principio, es que se adjudicara a dedo a una empresa concreta, empresa comercial concreta, a Euskalerria Irratia. ¿Que en el futuro tendrá que haber una emisora que emita en euskera en la comarca de Pamplona? Pues si tiene que haber, habrá, pero supongo que ustedes no pretenderán que sea esa, podrá ser esa u otra, ¿o no?, ¿o también tendrá que ser esa? En ese momento ¿también querrán o harán el concurso para que sea esa? Pues ya veremos, yo creo que sí, que si fuera por ustedes, a dedo, a dedo. 

Por tanto, creo que pedir responsabilidades políticas a estas alturas de la película tiene poco sentido, demuestra que no tienen otras cosas de qué hablar y, por tanto, lógicamente, como ya lo fue en su momento, daremos nuestro voto contrario a esta moción. 

SR. PRESIDENTE: Gracias, señor García Adanero. Por Convergencia de Demócratas de Navarra, señor Alli.

SR. ALLI ARANGUREN: Señor Presidente, señorías. A estas horas de la tarde y de la historia, da la impresión de que se pasa tanto frío en la oposición que hay que autocalentarse aunque sea con un tema como es una sentencia, que ya hace falta mérito utilizar para el propio calentamiento una sentencia del Tribunal Superior de Justicia. Y si nos centrásemos en lo que son las cosas hoy en este momento, diríamos lo que se dijo el otro día: hay una sentencia, ¿cuál es el deber del Gobierno?, ejecutarla, volver a convocar la mesa de contratación, que esta valore correctamente lo que no hizo antes y, evidentemente, proponer al órgano adjudicador que realice la adjudicación. Y ahí se acabaría la historia, pero, claro, si es bueno repetir historias, aquí todos tenemos memoria y podemos repetir muchas historias del pasado, señorías, y esto tiene una historia muy larga, porque estamos hablando de una orden foral del año 1998, es decir, siendo Consejero de Obras Públicas y competente en esta materia el señor Palacios, en un Gobierno que se había establecido en el año 1996 después de unas circunstancias que determinaron la caída del Gobierno tripartito, y quiero recordar cómo ese nuevo Gobierno de Unión del Pueblo Navarro tuvo como causalidad un comportamiento no sólo supuestamente de una persona, sino un apoyo claro y decidido que fue posible por un pacto entre el Partido Socialista Obrero Español y el Partido Popular, y eso determinó que ese Gobierno en minoría durante los tres años de legislatura que le quedaban gobernase gracias al apoyo presupuestario del Partido Socialista y a su compromiso de no apoyar ninguna acción contraria ni de censura. Por tanto, aquel Gobierno, con todos los consejeros, estuvo sostenido por los votos de Unión del Pueblo Navarro y por los votos del Partido Socialista de Navarra. Es cierto que se crea una Comisión de Investigación, es cierto que allá todos decimos lo que tenemos que decir y formulamos una conclusión, y es cierto que esas conclusiones fueron también apoyadas por el Partido Socialista. Pero, señorías, allá acabó su sensibilidad con el tema, porque a partir de ahí no solo no pidieron nada de ceses ni del Consejero competente ni del Director General, sino que siguieron apoyando al Gobierno como lo habían acordado en Madrid los señores que lo acordaron de la cúpula del Partido Socialista, y no digo el nombre porque todavía sigue en activo, y el señor Álvarez Cascos, que no sigue en activo, del Partido Popular, y ese fue el compromiso: crear una gestora y dar un apoyo, y fueron rigurosamente cumplidores del pacto, y, por tanto, estuvieron manteniendo hasta el final de la legislatura al Consejero, que hoy apoyan que se le cese por el Presidente, y al Director General, a los que también piden hoy, al cabo de siete años, hacer los deberes que por lo visto no hicieron en aquel momento. 

Pues realmente allá cada cual con sus planteamientos, pero nosotros en aquel momento censuramos al señor Palacios en su labor de Consejero y censuramos al Director General, y ahí entendimos que se acababa la labor en aquel momento de la censura política, luego hemos dejado que hablen los tribunales de justicia, porque bastante bofetón para los interfectos y para UPN ha debido de ser, supongo yo, que el Tribunal Superior de Justicia estimase el recurso, a juzgar por la valoración –no compartida por nosotros, y es público y notorio– que han hecho de la sentencia, porque, evidentemente, la sentencia no ha dado la razón en todas las pretensiones, pues las pretensiones eran dos, una la anulación y otra la adjudicación, y la Sala lo que dice es que se anula pero no que se adjudique, como pretendían los recurrentes, sino que se repita el proceso incorrecto. Y ahí está la segunda parte, la incorrección fue protagonizada por el Director General, que emite un informe sin tener competencia.

Por tanto, yo creo que la censura política se produjo en aquella Comisión de Investigación y nada más, el Presidente, que no estaba obligado ni lo está hoy, aunque esta moción prosperase, a secundarla, mantuvo la confianza en el señor Palacios, pues muy bien, y no solo mantuvo la confianza, es que luego lo elevó o le dio otro rango, que fue el de ser Consejero de Bienestar Social, y en esta función hoy, en el día que estamos viendo esta moción, a nosotros no nos merece ninguna censura la gestión del señor Palacios en la competencia que hoy tiene atribuida, es más, le damos la confianza, y se la hemos dado reiteradamente, aunque a veces le hayamos criticado en muchas decisiones que ha podido tomar, pero no queremos mezclar el pasado con el presente, ya hicimos lo que debíamos hacer en aquel momento, y hoy lo que queremos que se haga es lo que se debe hacer, que es ejecutar la sentencia, hacer la valoración y llevarle la propuesta al órgano de contratación y que este haga las adjudicaciones y le corresponda la adjudicación al que le tenga que corresponder. 

Y es bueno seguir mareando este tema porque parece que les da cierto juego y, sobre todo, porque eso permite que periódicamente los grupos de la oposición planteen una iniciativa sobre la cuestión. ¿Qué va a ocurrir si en ejecución de la sentencia no se adjudica a propuesta de la mesa de contratación con la valoración correspondiente a Euskalerria Irratia? Supongo que la entidad impugnará, que es lo que tiene que hacer, pero no nos engañemos, entonces, se volverán a pedir aquí comparecencias, se tomarán iniciativas, se harán interpelaciones para que se explique por qué la mesa de contratación, ejecutando la sentencia, no ha hecho lo que algunos quieren que se haga, y es que se adjudique a una empresa determinada. ¿Que resulta adjudicatario porque lo propone la mesa? Estupendo. ¿Que no resulta adjudicatario? El disconforme, a impugnar, y entonces vamos a ver si los tribunales le dan la razón. En ese supuesto supongo que el Director General –y yo no quiero juzgar ninguna intención porque no debemos juzgar intenciones– no va a cometer el error supino que cometió en aquel momento de entrar sin competencia a hacer una valoración, y también supongo que la mesa de contratación, señorías, de la que aquí abundantemente se olvidan, cumplirá su deber, ¿no?, porque si la mesa de contratación, por la razón que sea, que no juzgo de intenciones porque no tengo elementos para hacerlo, no acepta determinados conceptos de la valoración, la responsabilidad será de ella. ¿O es que los miembros de la mesa de contratación cuando escurren el bulto, igual de alguna incomodidad, lo están haciendo bien? No, lo hicieron también mal, porque su responsabilidad de miembros es mojarse con su leal saber y entender, y, por tanto, acertar o equivocarse, pero no lo hicieron. ¿Algo les podía incomodar? Pues quién lo sabe. ¿Tenían gripe en aquel momento? Pues igual sí. ¿Padecían almorranas? ¡Qué sé yo qué les pasaba! Lo cierto es que no cumplieron con su responsabilidad, y ahí fueron irresponsables la mesa y el Director General, uno por manifiestamente incompetente y los otros por no asumir. Y el Director General, además, reforzado, porque siendo miembro de la mesa tenía que saber que, efectivamente, era incompetente, que la competente era la mesa. Se me dirá que es ingeniero, pues, bueno, a un ingeniero que está en la Administración no se le obliga a saberlo todo, pero algo del funcionamiento de la Administración deberá saber, y es evidente que actuó con manifiesta negligencia, aunque siendo ingeniero de telecomunicaciones se le puede perdonar que no sepa de estas cosas porque está por encima de estas y de muchas otras, y, si no, todos seríamos ingenieros y la prueba es que no lo somos, porque quizás hay otro estadio de conocimiento al que no alcanzamos a llegar, que es el propio del mundo de la ingeniería. 

Aparte de bromas, señorías, a nosotros nos parece que repetir este tema, volver a remover esta historia que ya está sancionada incluso por los tribunales son ganas de marear la perdiz, como dije el otro día en la Comisión, y que aquí lo que nos debe preocupar es que se ejecute correctamente la sentencia y que las instituciones funcionen correctamente, que actúen conforme a derecho, sin prejuzgar, señorías, el resultado,...

SR. PRESIDENTE: Vaya terminando, señor Alli.

SR. ALLI ARANGUREN: Acabo ya, señor Presidente. ... no vaya a ser que lo que se esté haciendo en el fondo con muchos de los alardes que aquí se hacen es tratar de condicionar una determinada decisión, porque entonces, señorías, la arbitrariedad de unos por la presión arbitraria de otros. Muchas gracias.

SR. PRESIDENTE: Gracias, señor Alli. Señor Nuin, su réplica.

SR. NUIN MORENO: Muchas gracias, señor Presidente. Decía el señor Alli en su intervención que no procede en estos momentos del procedimiento la censura política al Gobierno o al Consejero y al Director General; a éstos no, pero a los miembros de la mesa los ha puesto... A esos sí que los ha censurado, a los funcionarios más desconocidos que el Director General y el Consejero, a esos en la picota los ha puesto, que si almorranas, que si gripe... Al Director General y al Consejero no. Igual esa es la forma de hacer censura política de un partido que está en el Gobierno. 

Y desde el año 99 al año 2006 pues claro que ha tenido una evolución importante. Creo que el debate de hoy y la posición hoy de CDN es la que ha cambiado, pues creo que la posición más o menos en toda esta cuestión es muy reveladora de un partido que hace unos años aspiraba a representar en la sociedad navarra un modelo de derecha o de centro-derecha alternativo o diferente al que puede representar UPN, pero que en estos momentos ya ha renunciado a hacerlo, y hoy aquí es un instrumento y es una parte subsidiaria –y es así– de la derecha que representa UPN. Por lo tanto, censura política al Gobierno no, pero a los miembros de la mesa, que no sabemos exactamente quiénes son, almorranas, gripe y de todo. 

Al portavoz de UPN sólo le voy a comentar una cuestión con la que no estoy de acuerdo, no estoy de acuerdo con muchas cosas, pero solo voy a comentar una, porque además creo que no es cierto, por lo menos en los términos que ha comentado, o habría que matizarlo. Viene a decir en su discurso el portavoz de UPN que si el Consejero no hubiera tenido en cuenta el informe del Director General y no se hubiera referido a él en la orden foral, aquí no habría pasado nada. Pues yo no estoy de acuerdo, porque si ese informe del Director General no hubiera existido o el Consejero no lo hubiera tenido en cuenta, la mesa en su valoración y puntuación, en la que situaba a Iruñeko Komunikabideak en primer lugar, con 45 puntos, y en segundo lugar a Medios de Comunicación 21 con 42, y con 41,70 a Radio Universidad de Navarra, entonces si no hubiera tenido en cuenta ese informe habría tenido que motivar su decisión. Por supuesto que habría podido tomar la decisión que en su leal saber y entender hubiera querido, pero motivada, no en el aire, en la arbitrariedad, en la discrecionalidad más absoluta, sino motivada, y el elemento de motivación que tenía, que era el informe de la mesa, le ordenaba las ofertas presentadas de una forma determinada. Por eso fue tan decisivo el informe del Director General, y por eso lo usó el Consejero, por tanto, en eso no estamos de acuerdo.

Respecto a la posición de CDN, nada nuevo. En cualquier caso, lo dicho antes. Vamos a esperar a ver cómo el Gobierno de Navarra cumple la sentencia y finaliza este procedimiento y nosotros lo que esperamos y demandamos es que se tramite con arreglo a la legalidad y con absoluta independencia.

SR. PRESIDENTE: Gracias, señor Nuin. Vamos a pasar a votar la propuesta de resolución. Señores Parlamentarios, atentos. Comienza la votación. (Pausa) Señor Secretario.

SR. SECRETARIO PRIMERO (Sr. Marcotegui Ros): El resultado de la votación ha sido el siguiente: votos a favor, 21; en contra, 27; abstenciones, 0.

SR. PRESIDENTE: Ha sido rechazada la moción por la que se insta al Presidente del Gobierno de Navarra a cesar en sus cargos al Consejero de Bienestar Social y al Director General de la Sociedad de la Información. Señoras y señores Parlamentarios, reanudaremos la sesión a las cinco de la tarde.
TRADUCCIÓN

(1) SR. TELLETXEA EZKURRA: Muchas gracias, señor Presidente. Buenos días, compañeros Parlamentarios. Aralar no tiene ninguna duda de lo que va a hacer a propósito de la moción presentada por Izquierda Unida: votará a favor. Anteriormente ha habido dos iniciativas en este Parlamento: por una parte, la pregunta que nosotros mismos formulamos en el pasado Pleno, y, por otra, la petición presentada por Eusko Alkartasuna para que compareciera el Presidente en una Comisión. En esta tercera ocasión debemos mostrar nuestra conformidad con lo que hace Izquierda Unida, que pide al Presidente del Gobierno de Navarra que destituya a estas dos personas.

Hemos dado argumentos, y todos los conocemos ya. Sabemos que en la puntuación otorgada por la mesa de contratación Euskalerria Irratia quedó en primer lugar y que en los puntos que no fueron valorados por la misma declaró que apreciaba una extrema igualdad entre los competidores. Está muy bien eso que ha dicho el señor Nuin, ya que ocurrió así. Lo que se dijo fue: hasta aquí lo que nosotros puntuamos o podemos puntuar; no vamos a puntuar en estos otros conceptos, pero queremos dejar claro que existe una extrema igualdad.

Y entonces, el Director General, sin vergüenza ni escrúpulo alguno, y sin explicar los criterios que utilizó ni ofrecer una justificación de su proceder, empezó a dar y quitar puntos, porque me da la gana y porque no. Y, sin duda, ha sido eso lo que ha viciado por completo el proceso: el Director General, suplantando a la mesa y arrogándose atribuciones que legalmente correspondían a la mesa, empezó a repartir sus puntos a su antojo.

Y es ahí donde está la clave de todo: en crear un problema allí donde no lo había, ya que no había ningún problema en aquella adjudicación, y se creó uno. Y, dejando claro que estamos de acuerdo en lo relativo a la destitución, lo que a nosotros nos gustaría es mirar hacia adelante, en vez de mirar atrás. 

Nosotros quisiéramos hacer una pregunta, y quisiera dirigírsela al señor Miguel Sanz, en vista de que se encuentra entre nosotros: ¿el Gobierno de Navarra ha aprendido algo de todo este proceso? Después de comunicársele la sentencia 1140/2005 del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, ¿ha extraído alguna enseñanza? Y, a resultas de esa enseñanza, la mesa que ahora se ha constituido o se va a constituir –no sé qué tiempo verbal utilizar– ¿tiene intención de aplicar lo aprendido?

Llegados a este punto yo quisiera hacer una pregunta; no sé quién la va a contestar, si el señor García Adanero o el señor Miguel Sanz: ¿Quiénes integran esa mesa de contratación? ¿El señor Sanz Barea forma parte de esa nueva mesa de contratación? ¿Dicha mesa de contratación cuenta entre sus miembros con algún subordinado del señor Sanz Barea? ¿Quién y en qué momento ha nombrado la nueva mesa de contratación? ¿Cuándo se ha publicado en el Boletín Oficial la composición de esa nueva mesa de contratación? ¿Es cierto, tal y como dijo el Partido Socialista, que existe o que se ha solicitado a una empresa no perteneciente a la Administración un informe destinado a dicha mesa de contratación? 

Yo creo que lo más importante de todo este asunto es la enseñanza que debemos extraer: no debemos crear problemas allí donde no existen. Cuando se desarrolla el proceso administrativo, hace falta transparencia y limpieza, y no debemos contaminarlo, no debemos convertirlo en problema en modo alguno. Y esperemos que la nueva mesa de contratación sea tan transparente como nueva, tan limpia como nueva, tan impoluta como nueva. Muchas gracias.

